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La Dictadura militar argentina y el gobierno de Alfonsín (1976-1989)

Primer Parcial: 30 años de democracia

1) Describir al gobierno militar de 1976-1983 a partir de: a) El plan represivo y su importancia dentro de la junta b) los diferentes objetivos políticos y económicos; c) Las líneas de conflicto interno y las causas de su fracaso político

2) Explicar el debate en torno a los DDHH desde: a) Actitudes de la sociedad civil bajo la dictadura; b) Las transformaciones de los organismos y discursos de los DDHH; C) Las posturas de los diferentes partidos políticos respecto al tema.

3) Describir al gobierno de Alfonsín desarrollando: a Su política de DDHH y las diferencias con los resultados; b) si objetivos reformistas y sus resultados; c) La política económica y sus crisis.

1)

a) 
El 24 de marzo de 1976 las fuerzas armadas derrocaron al gobierno de María Estela Martínez de Perón e instalaron un gobierno de facto integrado por el general Jorge Rafael Videla, el almirante Emilio Eduardo Massera y el brigadier Orlando Ramón Agosti. El llamado “Proceso de Reorganización Nacional” prometía poner fin al caos económico de 1975, reestablecer el orden perdido y detener el accionar de las organizaciones armadas y de la Triple A.


El plan sistemático de represión que la Junta de Comandantes ejecutó en todo en el país ya había sido puesto en práctica un año antes en Tucumán durante el Operativo Independencia. Por su parte, los grupos parapoliciales que habían operado en años anteriores fueron absorbidos para participar de la acción antisubversiva. Las tres armas dividieron sus acciones en distintas zonas e incluso existió cierta competencia entre ellas por el control del territorio. La naturaleza de dicha represión fue de tipo terrorista ya que según el diagnóstico de la Junta el problema se encontraba en la sociedad misma y en su incapacidad para resolver sus conflictos. La sociedad debía ser disciplinada, por ello mismo se renunció a la legalidad y se optó por una “guerra irregular” contra la población civil y las organizaciones guerrilleras. Así mismo la elección de la clandestinidad evitaba el riesgo de reacción interna y externa (EE. UU., el Vaticano, etc.).


Las operaciones estaban exhaustivamente planeadas y organizadas con el fin de reducir el margen de error y las acciones irresponsables. La recolección de información y las infiltraciones fueron llevadas a cabo tanto por la S.I.D.E como por el Batallón 601. Las órdenes eras dadas por los altos mandos castrenses, bajaban a través de una cadena de mandos y eran  ejecutadas por los grupos de tareas, quiénes tenían una estructura celular similar a la guerrilla. El aparato burocrático necesario para dicho accionar empleaba a un número importante de personas (personal fijo y rotativo).


El accionar terrorista del Estado se dividió en cuatro fases: secuestro – tortura – clandestinidad – exterminio. Los secuestros se realizaban generalmente de noche, ya fuese en las viviendas de los familiares o en sus trabajos. La destrucción de la personalidad empezaba desde ese mismo momento en el que a la víctima le vendaban los ojos y comenzaba a ser golpeada dentro del automóvil utilizado para su traslado.  Seguido al secuestro seguía el saqueo del hogar del detenido como forma de autofinanciamiento de los grupos de tareas. La tortura sistemática empleaba métodos como la picana, el “submarino” y violaciones sexuales. La intención de esta práctica era la entrega de compañeros, lugares de encuentro u objetivos. Aunque el objetivo último era quebrantar la voluntad del detenido y destruir su individualidad. Someter al individuo al mayor aislamiento y soledad, con la intención de desconectarlo de la vida pública y la vida privada, para facilitar la rapidez de las investigaciones. Los centros clandestinos de detención se encontraban en unidades militares como la E.S.M.A o Campo de Mayo o en dependencias policiales (El Olimpo, Pozo de Banfield, La Perla).


Mal alimentados, encapuchados y “tabicados”, estas fueron las condiciones de detención, sumada a la imposibilidad de obtener noticias de su persona por parte de sus familiares. Muchas detenidas dieron a luz en los centros clandestinos, siendo los mismos secuestradores quiénes se apropiaron de sus hijos. El detenido-desaparecido, privado de toda protección legal y de defensa, fue sometido al dominio total de sus captores. La manipulación psicológica fue otra constante del sadismo de los torturadores, ejecutadas a través de simulacros de fusilamiento o de la obligación de participar de la tortura de algún compañero.


El destino final para la gran mayoría de los desaparecidos era la muerte (disfrazado de fuga o enfrentamiento), esta decisión se tomaba en base a su “recuperabilidad” o utilidad. Para alimentar sus planes políticos Massera utilizó “quebrados”, ex-miembros de Montoneros detenidos en la E.S.M.A., para que colaboraran con su diario Convicción a cambio de su vida. El hecho de ser católicos y peronistas los hacía candidatos del “plan de  recuperación de subversivos”, mientras que los miembros del Ejército Revolucionario del Pueblo (E.R.P), ateos y marxistas, eran considerados irrecuperables.


Durante los tres primeros años de la dictadura se produjeron la mayoría de las desapariciones. Para 1978 solo quedaban siete centros clandestinos de detención ya que la amenaza de las organizaciones armadas había disminuido considerablemente, aunque no por eso el exterminio finalizó sino que continuó. La CIDH visitó el país en 1979 debido a las acusaciones por violaciones a los derechos humanos realizadas durante el gobierno miliar. Abrieron tres oficinas en todo el país y recibieron 5580 denuncias de secuestros y desapariciones, como consecuencia de esta investigación se elaboró un informe final que se dio a conocer un año después en forma de libro. De esta manera se descorría el velo y la condena internacional se hacía notar lo que provocó preocupación entre los represores por su futuro, es por esto que los sectores más duros del Ejército vuelven a imponerse para reiniciar la represión ilegal. Siendo el mismo año en que se da la Contraofensiva de Montoneros y de la “Operación Gaviota” (intento de asesinato de Videla por parte del E.R.P).


La mayoría de los desaparecidos eran jóvenes de entre 15 y 35 años. Algunos eran miembros de Montoneros y del E.R.P, no obstante antes de Marzo de 1976 estas organizaciones habían sufrido un gran número de bajas (Monte Chingolo) mientras que sus cúpulas se exiliaron. En la represión ilegal murieron dirigentes gremiales, militantes políticos, sacerdotes, activistas de DD.HH., abogados de presos políticos, familiares de desaparecidos, periodistas, etc. Algunos de ellos tuvieron relación indirecta con las organizaciones armadas, otros cayeron por ser mencionados en una sesión de tortura o porque su nombre aparecía en la libreta de direcciones de otro detenido. Como también desparecieron personas cercanas a la dictadura (Fernando Branca, Héctor Hidalgo Solá, Elena Holmberg). Más allá de los posibles “errores”, desaparecer a alguien por un dato equivocado, las víctimas fueron las deseadas. 


La represión al fin de cuentas terminó siendo dirigida contra ese sector social que no podía ser asesinado, contra los vivos, contra la sociedad civil que debía ser disciplinada por el terror o la palabra. Aquellos que si bien no tenían simpatías hacia la guerrilla, tampoco las tenían con la Junta Militar ni con los Organismos de derechos humanos. Se buscaba eliminar todo activismo, toda protesta social, pensamiento crítico o movilización popular. Evitar que los individuos se sintieran representados en colectivos más grandes. 


La estructura clandestina fue complementada por la estructura institucional. El estado de sitio ya había sido declarado en 1974, el gobierno militar suspendió el derecho constitucional de opción a salir del país. Se impuso la pena de muerte pero jamás se aplicó de manera oficial. Se dictaron leyes y órdenes discrecionales, entre ellas disponiendo detenciones o cesantías masivas, en las que no se consideraba la razón de los actos. No solo desaparecieron las instituciones de la República, sino también la expresión política. Los partidos fueron inhabilitados y la actividad sindical prohibida. Contra los medios de comunicación se ejerció censura con tal de que no se informara sobre el accionar terrorista de la dictadura; Aparecieron las “listas negras” donde se prohibieron libros, canciones, películas, revistas, etc. y se persiguió a escritores, artistas, educadores, poetas, periodistas e intelectuales en general. La cultura y la educación eran consideradas por los dictadores como un “campo de batalla” contra la subversión.


De esta manera se impuso el discurso único del gobierno militar que impregnó de terror a toda la sociedad que se mantuvo inmovilizada y sin reacción. Quiénes no aceptaron estas condiciones decidieron exiliarse y muchas otras se escondieron. También, en el ámbito privado, fueron quemadas aquellas obras de la cultura (libros, revistas, afiches) que pudieran ser calificadas como subversivas por los militares. También se optó por recluirse y exiliarse internamente. La mayoría aceptó pasivamente el discurso oficial, justificó la represión con el “por algo será” o simplemente decidió ignorar lo que estaba sucediendo. La autocensura y el auto control fueron las maneras en las que la población internalizó el autoritarismo al mismo tiempo que cada individuo monitoreó el comportamiento ajeno. La sociedad se vigiló así misma. Si bien estas medidas nunca ayudaron a que la población civil simpatice con el Proceso Militar, si lograron eliminar cualquier tipo de respuesta.

b)
El Proceso de Reorganización Nacional buscó construir una serie de modificaciones que cimentaran un nuevo orden político, en el que las Fuerzas Armadas tuvieran una participación orgánica y estable en el sistema de decisión. La estructura clandestina coexistió con otra institucional, sujeta a normas establecidas por las propias autoridades. El objetivo era fundar un sistema político estable, fiscalizado por el poder militar, capaz de finalizar el ciclo indefinido de gobiernos civiles y militares. Los partidos mayoritarios (peronismo y radicalismo) debían desaparecer y dar lugar a otros más pequeños.


En un país con una fuerte tradición presidencialista, la autoridad del presidente resultó sometida al escrutinio de las tres armas. Las atribuciones del gobierno de facto se desprenden de las propias normas jurídicas sancionadas por la intervención militar, El Estatuto del Proceso y las actas institucionales complementarias – que suprimieron el Congreso, depuraron la Justicia y prohibieron la actividad política- establecían un cuerpo colegiado, la Junta Militar, con atribuciones para designar al presidente y controlar una parte importante de sus actos. Este gobierno militar fue una dictadura institucional, impersonal, del conjunto de las Fuerzas Armadas, procuró evitar la personalización del poder al estilo de las dictaduras personales. Finalmente la estructura de gobierno nacional se completó con la Comisión Asesora Legislativa (CAL), integrada por tres militares designados por cada fuerza, con facultades de asesoramiento legislativo en representación de las Fuerzas Armadas. El formato de una dictadura institucional implicaba la coparticipación de las tres fuerzas en las responsabilidades directas de gobierno. Se dividió el poder por igual en la Junta Militar nombrando un vocal por cada arma. En la designación de gobernadores, el poder se repartió según el peso propio de cada una de las fuerzas, por lo que al Ejército se le confió el mayor número de provincias. 


La dictadura se propuso una vez instaurada tres objetivos políticos básicos: a) crear una nueva elite política que la sucediera, el llamado Movimiento de Opinión Nacional; b) reformar la Constitución para instaurar un cuarto poder que institucionalizara la intervención del alto mando militar: un poder corrector con derecho a veto y c) digitar con mucho tiempo una salida política a través de elecciones municipales para seleccionar a los referentes “naturales”. La ambición política implicaba cumplir con el propósito de crear una descendencia que quedaría en manos de partidos de centro-derecha. La propuesta se constituyó alrededor de dos puntos: por un lado, el diálogo como forma de organizar el consenso del orden autoritario (diálogo que se llevará a cabo recién en 1980); por otro, la renovación de la clase dirigente. En diciembre de 1979, las Fuerzas Armadas dieron a conocer las Bases Políticas del Proceso estableciendo las reglas con las que debían operar el régimen militar. Se propugnaba por un sistema político pluripartidista, en el que se debería promover, tanto en el orden nacional como provincial, la formación de partidos ampliamente representativos. Contaminado por el Estado terrorista, toda la estructura jurídica se vió afectada, al punto de no haber límites normativos para el ejercicio del poder. Quedaron imposibilitadas todas las funciones de regulación y control básicas.


Con respecto al asunto financiero, José Martínez de Hoz fue el ministro de Economía durante los primeros cinco años de dictadura. Cuando asumió debió enfrentar una crisis cíclica aguda, su plan económico consistía en poder dominar la inflación, la deuda externa y la recesión. Según su análisis las constantes crisis eran producto de la impotencia del poder político ante los grandes grupos corporativos (sindicatos y empresarios) que se enfrentaban generando caos, o se unían para obtener beneficios del Estado. La solución sería cambiar la inestable configuración social, es decir, se buscó solventar los problemas de la economía en vez de su crecimiento. Para Martínez de Hoz el Estado benefactor había sido el responsable del desorden social, por lo que sus medidas fueron en favor del mercado, el único capaz de disciplinar a todos los actores por igual. Se premiaría la eficacia de competir. Sin embargo los resultados fueron otros: el poder económico quedó en manos de un pequeño grupo de empresarios que se beneficiaron con las prebendas estatales a la vez que para implementar estas medidas no fue con mercado, sino a través de una fuerte intervención del Estado.


Si bien el ministro contó con el apoyo del establisment la relación con los militares fue más bien distante ya que en las Fuerzas Armadas prevalecían ideas más tradicionales. Parte de sus medidas fueron bloqueadas, por lo que tuvo que adaptarse y descartar muchas de sus recetas más recesivas.
En Junio de 1977 empezó a regir  la reforma financiera con el propósito de ir hacia la liberalización del mercado financiero. Apuntaba a limitar la injerencia del Estado en el sistema financiero, dejando que las entidades privadas actuaran con libertad en los criterios para otorgamiento de crédito y la fijación de tasas. Lo que propició la proliferación de bancos e instituciones financieras. Ante una eventual quiebra el Estado garantizaba el depósito a los ahorristas, esto sumado a la eliminación de controles generó un mecanismo perverso que finalmente llevó a todo el sistema a la ruina.


En diciembre de 1978 llegó la segunda gran modificación con la “pauta cambiaria”. Se anunció un cronograma de devaluación gradual del tipo de cambio, convirtiéndolo en el instrumento principal de ajuste del sistema. Se trató de fortalecer la previsibilidad cambiaria, y así reducir por pasos la inflación. El gobierno fijó una tabla de devaluación mensual del peso, la nueva estrategia buscaba controlar el movimiento de la economía mediante el manejo del tipo de cambio. De esta manera, el atraso cambiario promovió las importaciones, que afectó duramente a la industria local. La adopción de la pauta cambiaria coincidió con la etapa de gran circulación de dinero, que provenía de los beneficios extraordinarios del petróleo. Junto con endeudamiento externo, trajo grandes beneficios a los grandes grupos económicos. Estos contraían una deuda en el exterior a una tasa baja y luego invertían en Argentina, donde había una muy alta: con la ganancia obtenida localmente abonaban la deuda externa y obtenían una gran diferencia a su favor. Los grandes grupos obtenían créditos pero no los invertían en la producción sino en la especulación. A su vez, la clase media se dedicó a invertir sus ahorros en las financieras, con tasas de interés altísimas, y a aprovechar el dólar barato para viajar al exterior y adquirir allí variedad de productos.


Para 1980 las exportaciones cayeron un 20 % respecto del año anterior, las importaciones subieron un 30 %. En ese contexto se produjo fin a la etapa de la “plata dulce”. La quiebra del Banco de Intercambio Regional junto con el cierre de otras 37 entidades financieras originó una fuerte corrida bancaria y fuga de divisas. Durante la gestión de Martínez de Hoz, el Estado realizó importantes obras públicas. Las empresas contratistas se beneficiaron y crecieron a costa de la prebenda estatal. Estos grupos, junto con los acreedores extranjeros, se convirtieron en los nuevos tutores del Estado. 

c)
Como el poder se encontraba fraccionado entre las tres fuerzas, no existía una instancia superior que resolviera las disputas entre ellas. Debido a la represión ilegal, el control de los centros clandestinos de detención y la puja por el territorio surgieron líneas de conflicto interno. Las distintas posturas fueron:

•
La propuesta política de la unidad nacional promovida por Viola, Liendo, Bussi y Bignone se constituyó en la más fuerte pero la menos dominante. Estos jefes respaldaban a Martínez de Hoz (muy criticado por los militares más nacionalistas), pero reconocían la necesidad de buscar una salida política en el futuro. En 1979 dieron a conocer un documento denominado "Bases políticas de las Fuerzas Armadas para el Proceso de Reorganización Nacional", que resumía las unificadas del golpe de 1976. La propuesta llegaba en un momento de relativa vitalidad del Estado autoritario y de pérdida paulatina de legitimidad. Mantenían diálogo con los dirigentes de los partidos políticos.

•
Otro grupo creía que la dictadura debía continuar sin plazos y que la represión debía llevarse hasta sus últimas consecuencias. Sus figuras más destacadas fueron conocidas como "Los Duros": Luciano Benjamín Menéndez, Ramón Genaro Díaz Bessone,  y Carlos Guillermo Suárez Mason, a los que se asociaba Ramón J. Camps, jefe de la Policía de la provincia de Buenos Aires y figura clave de la represión. Se oponían a Videla-Viola, por ser más proclives a establecer diálogos con sectores políticos y por su visión pragmática. Eran corporativistas y anti políticos. Menéndez se insubordinó en varias ocasiones (en 1978 estuvo a punto de iniciar la guerra con Chile por su cuenta). 

•
Entre esas dos postura hay un grupo moderador (Videla, Harguindeguy, Galtieri).

•
Los oficiales de la Aeronáutica y de la Marina hicieron oír su voz, en especial el almirante Emilio Massera, que llevaba adelante su propio juego desestabilizador. La Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA), bajo su dirección, fue uno de los centros de detención más grandes y ganó méritos en esa tenebrosa competencia. Jaqueó a Videla, para acotar su poder, y tomó distancia de Martínez de Hoz. Cuando pasó a retiro, Massera montó una fundación de estudios políticos, un diario, un centro de promoción internacional y un partido político.


El grupo de Videla y Viola fue avanzando en el control  del poder, pero en mayo de 1978 Massera se anotó un triunfo cuando logró que se separaran las funciones de presidente de la Nación y de comandante en jefe del Ejército, pese a que Videla fue confirmado como presidente hasta 1981, convirtiéndose en el “cuarto hombre” que pedían la Armada y la Fuerza Aérea para mantener el equilibrio. El desplazamiento de Menéndez fue un triunfo de Videla. En 1980 Videla pudo imponer en la Junta la designación de Viola como su sucesor, pero a costa de una compleja negociación. En suma, la corporación militar se comportó de manera indisciplinada y facciosa, y poco se hizo para mantener el orden que ella misma pretendía imponer a la sociedad. Sólo hacia el fin del período de Videla, estimulados por el descontento que generó la crisis económica, así como por las crecientes dificultades que encontraba el gobierno militar, las voces de protesta comenzaron a elevarse.


El más notable de los reclamos fue el de los derechos humanos. Un grupo de madres de desaparecidos empezó a reunirse todas las semanas en Plaza de Mayo. Así atacaron el centro mismo del discurso represivo y empezaron a conmover la indiferencia de la sociedad. De manera gradual, las Madres de Plaza de Mayo se convirtieron en la referencia de un movimiento cada vez más amplio de asociaciones defensoras de los derechos humanos, fortalecida desde el exterior por la prensa, los gobiernos y las organizaciones civiles. La visita de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en 1979 y su posterior informe fue como bomba dentro del corazón de la dictadura militar. La visita del organismo dependiente de la OEA había sido pacientemente impulsada por varios militantes de los derechos humanos en Buenos Aires. El principal de ellos era el profesor Emilio Mignone, quien por su actividad profesional tenía importantes contactos con el sector educativo de Estados Unidos. Al comenzar su denuncia sobre las violaciones a los derechos humanos en Argentina, esos contactos se convirtieron en un factor fundamental. Desde 1981, los militares se vieron obligados a dar respuesta. Aunque en general coincidieron que no debía revisarse lo actuado en la represión ilegal, mostraron diferencias y contradicciones que agudizaron sus disensiones y ampliaron la brecha por donde la opinión pública comenzaba a aparecer.


La prohibición política terminó en 1981. Los grupos de derecha fueron convocados para construir una fuerza política oficialista por el gobierno, que ensayó una apertura política, mientras peronistas y radicales se unían a otros partidos para conformar la Multipartidaria. Los partidos políticos se comprometían a no colaborar con el gobierno en una salida electoral condicionada ni aceptar una democracia sujeta a la tutela militar. Se reclamaron los únicos depositarios de la legitimidad política e incorporar las protestas de empresarios y sindicalistas o las vinculadas a los derechos humanos. Sus voces críticas se volvieron difíciles de ignorar.


En 1981, con el objetivo de atenuar la crisis económica y la adversa opinión internacional, Viola tomó contacto con diversos políticos (“amigos” del Proceso) y discutió con ellos la posibilidad de una eventual transición, pero no logró ningún apoyo importante. Fue desplazado y reemplazado por Leopoldo Fortunato Galtieri. El nuevo presidente intentó armar un movimiento en el que los “amigos políticos” sustentaran su liderazgo, mientras anunciaba una futura institucionalización. Las medidas económicas tomadas por su ministro de economía, Roberto Alemann, despertaron críticas tanto de empresarios como de sindicalistas, lo que culminó en movilizaciones callejeras impulsadas por la CGT en 1982.


En este clima se planeó ocupar las islas Malvinas. Los altos mandos creían que una futura victoria militar le devolvería la legitimidad social perdida. El 2 de abril de 1982, las Fuerzas Armadas tomaron las islas, lo que generó un amplio apoyo popular. Las voces críticas,  incluso la de los exiliados, reacomodaron sus posturas y la decisión de Galtieri fue aceptada. La dictadura recuperaba, aunque sea por poco tiempo, la validez de la población civil y se anotaba una victoria política.


La respuesta de Gran Bretaña fue realmente dura y la primer ministro avizoró la guerra como una oportunidad para relanzar su carrera política. La dictadura, aislada del mundo principalmente por las denuncias de violaciones a los derechos humanos, nunca recibió el apoyo esperado. Con el correr de los días la oposición al gobierno militar se reavivaba; en los actos de la CGT volvieron las críticas, mientras desde el radicalismo Raúl Alfonsín proponía la creación de un gobierno civil. 


La rendición argentina se produjo el 14 junio. Por entonces, los generales exigían la renuncia de Galtieri, quién fue reemplazado por Bignone. Se volvió a convocar a los partidos políticos para organizar la transición hacia la democracia; siempre y cuando no se revisaran los actos de corrupción y las responsabilidades en la llamada “guerra sucia”, lo cuál fue rechazado por la sociedad movilizada contra las Fuerzas Armadas. Los organismos de derechos humanos impusieron a toda práctica política una dimensión ética y una valoración de los acuerdos básicos de la sociedad.

 
2)

a)
Tiempo antes del golpe de Marzo de 1976, la sociedad convivía con noticias sobre secuestros, asesinatos e inclusive desapariciones atribuidas a fuerzas estatales o paraestatales. Durante el tercer gobierno peronista, el Estado aparecía como principal responsable del terror, cuando se sindicaba a la Triple A y a veces por omisión al no poder controlar la represión. El terrorismo estatal demostró ser compatible con un gobierno de facto y con uno elegido por el pueblo. Por lo tanto la llegada de otra dictadura no fue una sorpresa para la sociedad civil ya que estaba acostumbrada a las interrupciones militares. El Proceso buscó legitimarse presentándose como quiénes venían a reestablecer el orden frente al terrorismo de izquierda como al terrorismo estatal peronista, por lo tanto fue recibido con la expectativa de la recuperación del monopolio de la violencia.


Las máximas “por algo será” o “algo habrá hecho” sirvieron para atribuir una racionalidad a los representantes de un poder que, al menos idealmente los protegía de un caos mayor. Bien podrían entenderse como parte de la culpabilidad generalizada, sin embargo, esas palabras no iban contra las víctimas sino que estaban del lado de la necesidad del Estado. No importaba que tan verdadera fuera la represión sino que fuera necesaria, por lo que los sectores de clase media no reclamaron “verdad” al Estado durante la represión ilegal. En cambio sí creyeron en la necesidad de un Estado cuya implacabilidad no bastó.


Además de monopolizar el uso de la violencia, el estado terrorista buscó monopolizar el discurso sobre la violencia. Mientras que la DGI podía lanzar una campaña animada que ilustraba la persecución de evasores impositivos con un tanque, la publicidad comercial comenzaba a abandonar el imaginario ligado a las armas al que había recurrido profusamente en los años anteriores al golpe para vender desde automóviles y perfumes hasta juguetes. En algunas propagandas se pedía al ciudadano honorable que delatara a quienes evadían impuestos. "Identifique al evasor", finalizaba el texto. Otro aviso se titulaba "Señalar al culpable".  Desaparecida la amenaza guerrillera, el concepto de "subversión" sobrevivió como un ente fantasmal al que el Gobierno militar asoció toda diferencia considerada inintegrable a la nación.


Frente al disciplinamiento que la dictadura quería llevar acabo se dio una resistencia no-revolucionario, sino más bien cultural. Se consumía aquello que se encontraba por fuera de los símbolos del Proceso. La revista Humor y la revista Expreso Imaginario, el boom del rock y las novelas de Jorge Asís conformaron los mojones culturales de una crítica posible. La sociedad civil quería vivir su vida a como dé lugar, lo que no impidió que disfrutara de la época de la “plata dulce” y se dedicara a consumir sin que eso implicara sentir simpatía por el gobierno militar. Debido a la profunda paranoia y desconfianza de la dictadura para con la población civil jamás lograron ningún tipo de propensión, a la vez que esta nunca se disciplinó.


En 1976 se funda Expreso Imaginario. Una revista cuyo contenido abarcaba diversos temas, desde un punto de vista "alternativo", temáticas que eran poco tratadas por los medios masivos de comunicación (ciencia, ecología, indigenismo e historietas), uno de los cuales era la música rock. Estos tópicos lograban escapar de la censura del Proceso a la vez que cimentaba una asociación que acogía a los jóvenes. Fue una publicación osada al tratar la historia de los pueblos originarios cuando en las escuelas y colegios de todo el país se conmemoraban los cien años de la así llamada ‘Conquista del Desierto’. A modo de boicot, durante todo el Mundial de 1978 no se publicó una sola nota sobre el evento deportivo.


En un tiempo de educación represiva y sexualidad reprimida, el rock produjo una explosión de color, música y libertad. Para 1979, la banda Serú Girán edita su segundo álbum de estudio, La grasa de las capitales. Charly García dejó de lado la complejidad y retoma la temática de crítica social. Las canciones hablan sobre temas como la muerte, el desamparo, la no pertenencia y el desamor. La portada de este disco es una parodia de la revista argentina Gente, perteneciente al grupo editorial Atlántida, una de las que más apoyaron y difundieron la campaña pro dictadura, inclusive antes del golpe. 


La revista Humor comenzó a publicarse en los años más duros de la última dictadura militar de Argentina. En sus pá¬gi¬nas aparecieron ex¬pre¬sio¬nes pe¬rio¬dís¬ti¬cas y ar¬tís¬ti¬cas que otros me¬dios ig¬no¬ra¬ron, has¬ta con¬ver¬tir¬la en un sím¬bo¬lo de la li¬ber¬tad de ex¬pre¬sión y de com¬pro¬mi¬so con la de¬mo¬cra¬cia y los De¬re¬chos Hu¬ma¬nos. La pu¬bli¬ca¬ción y mu¬chos de sus colaboradores de¬bie¬ron so¬por¬tar de ma¬ne¬ra rei¬te¬ra¬da los in¬ten¬tos de cen¬su¬ra y las in¬ti¬mi-dacio¬nes. Al principio, hacían blanco casi exclusivamente en la catástrofe económica del Proceso (de la inflación a la “plata dulce). Entre las entrevistas más notables se encuentran las realizadas a Alfonsín y Luder dos años antes del retorno democrático; a Adolfo Pérez Esquivel y a Hebe de Bonafini, cuando casi ninguna publicación masiva les daba lugar en sus páginas.


El cine picaresco, catalogado como burdo y chabacano, tuvo un rápido crecimiento. Los chistes sexuales y las mujeres semi-desnudas chocaban con el discurso conservador de los militares, estas películas fueron tan populares que lograron escapar a la censura y funcionaron como un poro por donde la sociedad pudo respirar. Los personajes protagonistas eran hombres ventajistas que disfrutaban de la época de la abundancia durante la “plata dulce”. Una vez llegada la democracia se consideró que este tipo de películas fueron “cómplices” del discurso dictatorial. Por otro lado  Adolfo Aristarain estrenaba Tiempo de revancha en 1981. La película es una alegoría sobre los presos políticos y los desaparecidos. La denuncia que el film lleva a cabo se realiza mediante el uso de varios elementos simbólicos: desde el título mismo, las características de la trama y el foco en el enfrentamiento del protagonista con una poderosa empresa, hasta la presencia de explosivos, la muerte y la pérdida del habla.


Antes de finalizar 1981, la revista Gente realizó una encuesta que evaluaba el Gobierno de las Fuerzas Armadas según la opinión de sus lectores. En la mayoría de las respuestas castigaban al Gobierno. En una escala de 1 a 10 puntos, casi el 70% calificó entre 1 y 3 puntos el desempeño de la Justicia, y en los ámbitos de la educación y el bienestar social, más de un 60% otorgó calificaciones inferiores a los 6 puntos. Hacia el final del Proceso, cuando se conocen los pormenores de la represión y las atrocidades cometidas se vuelvan irrefutables, la sociedad está dispuesta a castigar a la Junta.

 
b)
 Ya desde antes de 1976, distintos organismos no gubernamentales  se fueron formando como consecuencia de la sistemática violación de los Derechos Humanos en nuestro país. Podemos encontrar reclamos de familiares y amigos de víctimas de la represión estatal desde 1969, año en el que se publica El libro negro de la Casa Rosada (en el cuál se denuncian torturas). Durante la llamada Revolución Argentina se acusaba a las autoridades por las víctimas asesinadas en los levantamientos populares en Corrientes, Rosario y Córdoba. La Masacre de Trelew (agosto de 1972) y la Masacre de Ezeiza (junio de 1973) ponían en evidencia el plan represivo del Estado y visibilizaban el accionar represivo de organizaciones parapoliciales de derecha (como la Alianza Anticomunista Argentina, conocida como Triple A). Es decir, que hay un claro responsable para los denunciantes. En el funeral de Rodolfo Ortega Peña (abogado de presos políticos asesinado por la Triple A) los asistentes formaron un cortejo fúnebre para acompañar el féretro al cementerio. Sin embargo, la policía les cortó el paso y desató una fuerte represión. Todos los asistentes al entierro fueron detenidos. La represión clandestina del Proceso borró todo esto y se desconoce la autoría de los crímenes, de hecho a mediados de 1976 los organismos de derechos humanos le reclamaban al Estado que pusiera fin al accionar de la Triple A creyéndola todavía partícipe de la represión ilegal.


El discurso de los DD.HH. previo al golpe de 1976 era claramente militante; se reclamaba por los “guerrilleros heroicos” frente a las comisarías donde habían sido detenidos. Por un lado había un sentido épico por la caída del compañero y se reivindicaba su historia. Se entendía que había una causa por la que había sido asesinado: sus convicciones políticas. Por otro había una certeza, se lo sabía muerto, había un cuerpo que evidenciaba el crimen. A diferencia de los grupos de tares, los grupos parapoliciales ejecutaban in situ, no se encargaban de desaparecer o de esconder los cuerpos. Esta forma de reprimir permitía que la sociedad estuviera enterada de los que sucedía: los medios de comunicación informaban sobre el asesinato de un abogado de presos político o bien podían toparse con alguna victima que la Triple A dejaba en alguna esquina de la ciudad.


En el año 1977 irrumpen públicamente un grupo de madres que pedían la aparición de sus hijos detenidos ilegalmente. Esas mismas mujeres formaron más tarde la Asociación Madres de Plaza de Mayo, que comenzó a nuclear a quienes reclamaban por la “aparición con vida de los detenidos desaparecidos”, por lo tanto ya no existe certeza sobre su vida o su muerte. Esta agrupación fue la primera respuesta pública que surgió de la sociedad civil frente a la represión de la dictadura militar. En esos momentos en los que la actividad de los grupos de tareas era fuerte y sistemática, el reclamo de las Madres fue realizado casi en total soledad. El discurso cambia, ya no es revolucionario, el reclamo es de tipo moral. Se pide por una vida y no por un militante político.


Luego a este movimiento se le sumaron más personas que habían pasado por lo mismo. Aparecieron nuevas agrupaciones, como las Abuelas de Plaza de Mayo. Éstas se dedicaron a rastrear la suerte de sus nietos, muchos de ellos secuestrados junto con sus padres o nacidos en los centros clandestinos. El reclamo de los familiares de las víctimas fue acompañado por el de otros organismos defensores de los derechos humanos que ya existían antes de 1976 como el Servicio de Paz y Justicia (SERPAJ), la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos y la Liga Argentina por los Derechos del Hombre y otros que se crearon como el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), fundado en 1980. Todos los reclamos por los desaparecidos ahora se encontraban despolitizados, atraviesan una fase más legalista y la demanda es institucional.


Todos esos grupos se encargaron de realizar denuncias, recopilar datos y asesorar a los damnificados. Gracias a estas acciones, los rumores de lo que ocurría clandestinamente llegaron a la OEA. Por esa razón, en septiembre de 1979, La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), hizo una visita al país. Su presencia colaboró con los organismos nacionales que luchaban por los derechos humanos. En el informe que se publicó un año después se culpa a los altos mandos militares por la represión ilegal, a la vez que afirma que las víctimas del régimen están muertas. Esto le valió el rechazo de los familiares y de los exiliados, quienes pedían por desaparecidos ya que no sabían cuál había sido su destino. El tema comenzó a tener mayor repercusión en la prensa y también las demandas eran acompañadas por manifestaciones y movilizaciones. Al año siguiente, Adolfo Pérez Esquivel recibe el premio Nobel de la Paz. Desconocido para muchos, desde años anteriores se encontraba luchando por los derechos humanos y fue uno de los fundadores de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos. Esta noticia fue recibida como un golpe para el gobierno militar y un incentivo para quienes formaban parte de la defensa de los derechos.


Los reclamos de sangre se impusieron en la lucha por los derechos humanos. Abuelas, Madres y posteriormente HIJOS imperaron por sobre el CELS o el SERPAJ, quiénes quedaron detrás de los familiares, siendo estos los que monopolizaron la causa. El desplazamiento de la narrativa revolucionaria logró que la sociedad pudiera empatizar con la víctima. El reclamo no era político sino moral. Ya no se reivindican las convicciones políticas sino que se pide por una vida, por el valor que esta tiene sin importar lo que esta piense.  Se fue configurando entre los denunciantes un discurso humanitario que describía en detalle de las violaciones perpetradas, de sus responsables y víctimas, a quienes presentaba con sus datos identitarios básicos, como sus edades, sexos, nacionalidades y ocupaciones, generando la idea de la víctima inocente y ajena a la "subversión". 


De este modo, los denunciantes buscaban enfrentar el discurso estigmatizante de la dictadura que identificaba a los desaparecidos como miembros de la guerrilla. En ese contexto de cambio cultural y político, la frase "Nunca Más", comenzó a ser postulada por los organismos de derechos humanos y núcleos de exiliados respecto de los crímenes dictatoriales. Sin embargo, hasta la derrota militar en la guerra contra el Reino Unido por la posesión de las islas Malvinas, en junio de 1982, las denuncias de los crímenes fueron neutralizadas. Tras la guerra, los organismos de derechos humanos canalizaron el repudio al régimen y se erigieron en un actor difícil de soslayar en la esfera pública. 


En 1983, el gobierno dio a conocer la ley de auto amnistía que exculpaba a los miembros de las fuerzas armadas de los crímenes cometidos entre el 25 de mayo de 1973 y el 17 de junio de 1982. Con esta ley, los militares pretendieron cerrar definitivamente la revisión del pasado y frenar las acciones judiciales que ya se habían iniciado. El repudio hacia esa ley fue mutuo entre los sectores sociales y partidos políticos.

c)
En 1979, Partido Justicialista entregó ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos un documento que denunciaba las violaciones producidas por el gobierno militar, a través de su Vicepresidente primero, Deolindo Bittel y el Vicepresidente segundo, Herminio Iglesias. En el sexto punto del texto ‘El justicialismo denuncia la violación de los derechos humanos’ señala: “Nosotros, hombres del Justicialismo, no hemos de permanecer impasibles, no hemos de hacer de nuestro silencio una conducta. Sentimos un imperativo, producto de nuestras convicciones y de nuestra larga y dura militancia en la causa de la Patria. En consecuencia, el dolor de una madre es nuestro dolor; el dolor de un hijo es también nuestro; el obrero al que le falta el pan y no permiten decir lo que le falta, se hará voz en nuestras voces. Y esto nos compromete a asumir el dolor de aquellos que padecen la cárcel, a través de "actas", "decretos" o "bandos" en las prisiones, embajadas, domicilios y confinamientos; y de los que padecen - y son millones - este exilio interior de la represión, el silencio y el hambre”.  El PJ fue el único partido en presentarse frente al órgano de la OEA (Raúl Alfonsín acompañó a Bittel a realizar la denuncia a título personal), mientras otros callaron e incluso apoyaron abiertamente al régimen o tuvo actitudes complacientes con la dictadura  como la cúpula del mismo Partido Comunista ya que era anti peronista y anti foquista. Además el texto señalaba el injusto encarcelamiento al que fueron sometidos Isabel Perón, Lorenzo Miguel, entre otros peronistas.


Tiempo después de la derrota en la Guerra de Malvinas, La Asamblea Permanente por los Derechos Humanos propuso realizar la Marcha por la vida. Un antecedente de movilización importante durante la dictadura había sido la movilización convocada por la CGT Brasil el 30 de marzo, que había sido fuertemente reprimida. Los organismos de familiares y los partidos políticos salieron a la calle (El 5 de octubre de 1982) a reclamar la realización de elecciones y condenaron la represión. Cafiero, Alende, Alfonsín y Auyero, con Framini y Frondizi, fueron parte de la primera Marcha por la Vida, junto a Madres y Abuelas de Plaza de Mayo, APDH, el SERPAJ y el CELS. La policía le cerró el paso a las columnas, para que no pudieran llegar a Plaza de Mayo. De todos modos, la movilización recorrió el centro porteño y fue un hito más en la recuperación de la democracia.


Durante la dictadura militar, Raúl  Alfonsín puso gratuitamente su servicio de abogado para defender opositores y presentar hábeas corpus por los detenidos-desaparecidos. Realizó varios viajes a América Latina, los Estados Unidos, Asia, la Unión Soviética y Europa, denunciando la masiva violación de derechos humanos que se estaba produciendo en Argentina. En 1983, Alfonsín denunció públicamente que existía un acuerdo militar-sindical para olvidar los "excesos" cometidos durante la represión, mantener sin variantes a la cúpula del Ejército en el próximo gobierno y evitar la intervención del poder constitucional en la reorganización de las Fuerzas Armadas. Según el candidato de la UCR las negociaciones se dieron entre el ex presidente militar general Cristino Nicolaides y Lorenzo Miguel.


La campaña de Alfonsín buscó sobre todo transmitir una imagen de paz, evitando cuidadosamente todo conflicto, gestos de violencia en los actos o discursos agresivos. La Junta Coordinadora Nacional (que en el pasado rechazó expresamente la lucha armada) jugó un papel determinante en el triunfo de Alfonsín, movilizando masivamente a la juventud, especialmente universitaria, entre la que Franja Morada se volvió en 1983 ampliamente mayoritaria. 


Augusto Conte fue candidato a diputado nacional por el Partido Demócrata Cristiano. Su hijo había desaparecido en julio de 1976, lo que lo llevó a convertirse en uno de los fundadores del CELS. Su idea era llevar los derechos humanos al Parlamento y ésa fue la consigna: “Augusto Conte, los Derechos Humanos al Parlamento”. Desde su banca buscaría evitar que se legalizara la impunidad de los crímenes contra la humanidad del terrorismo de Estado de la dictadura y las violaciones a los derechos Humanos. Representando a todos los organismos de derechos humanos, impulsó la creación de una comisión investigadora bicameral para investigar los crímenes de la dictadura, para darles dimensión política e institucional.


En una elección extremadamente polarizada como fue la de 1983, el Partido Intransigente se quedó con el lugar de la tercera fuerza, gracias a la estrategia de plantear la fórmula Oscar Alende-Lisandro Viale como una alternativa por izquierda a la hegemonía PJ-UCR. Ese tercer lugar le sirvió como trampolín al millón de votos que conseguirían dos años después en las legislativas de 1985.  Sus filas recibieron a muchos ex presos políticos y perseguidos, tanto del Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) como de Montoneros, que dieron una lucha interna para renovar la tradicional estructura e hicieron propios los reclamos de los organismos de derechos humanos.

3)

a)
El gobierno de Alfonsín debió enfrentar el problema de la transición a la democracia en un país con una larga tradición de gobiernos militares que había llegado al terrorismo de estado y la guerra. Tuvo como principal objetivo, reinaugurar la democracia y la reivindicación de los derechos humanos. El 15 de diciembre de 1983 Alfonsín sancionó los decretos 157/83 y 158/83. Por el primero se ordenaba enjuiciar a los dirigentes de las organizaciones guerrilleras ERP y Montoneros; por el segundo se ordenaba procesar a las tres juntas militares.  Esta disposición, fue denominada "la teoría de los dos demonios” pues limitaba a dos cúpulas la responsabilidad en la violencia política y explicaba la violencia de Estado por la violencia guerrillera. 


Además, propuso que el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas juzgase en primera instancia las violaciones distinguiendo entre quienes “planearon la represión y emitieron las órdenes; quienes actuaron más allá de las órdenes, movidos por crueldad, perversión, o codicia, y quienes las cumplieron estrictamente”. La propuesta, admitía la existencia de "excesos" sin precisarlos. Ello reforzó la idea de los organismos de crear una comisión bicameral ya que la justicia militar, imaginaban, no impondría condenas. Los partidos de centro izquierda, el peronismo y sectores del propio gobierno comenzaron a apoyar esta iniciativa. Alfonsín temía que una comisión bicameral desembocara en una puja entre los legisladores por sancionar con más rigor a las Fuerzas Armadas, creando una situación de extrema tensión con los militares.


A tan solo cinco días de ocupar el poder, el nuevo presidente, firmó el decreto 187, que creó la CONADEP (Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas) para esclarecer los hechos violatorios a los derechos humanos del gobierno anterior, reuniendo denuncias y pruebas. El 15 de diciembre de 1983 nació la CONADEP, presidida por el escritor Ernesto Sábato e integrada por notables personalidades de distintos ámbitos de la cultura. Este nuevo organismo creado por el presidente se dispuso a recopilar información y testimonios. De esta manera se iban conociendo más casos de desaparecidos y se lograron encontrar centros de concentración clandestinos de los que aún no se tenía idea. El trabajo de recopilación de información duró nueve meses, donde se reunieron en el propio escenario de los hechos las pruebas suficientes, reunidas en un libro que se llamó “Nunca más” para llevar a juicio a los miembros de la Junta Militar, lo que se produjo en abril de 1985.


Esa documentación, con los legajos correspondientes a las personas desaparecidas, víctimas de ejecuciones sumarias y extrajudiciales y sobrevivientes, fue remitida a la Justicia competente que, superados los obstáculos presentados por la justicia militar que debía instruir los sumarios y juzgar en primera instancia, efectuó el Juicio a las Juntas Militares y a personal de la policía de la provincia de Buenos Aires. 


El alfonsinismo se convirtió en la vinculación de los pedidos de los organismos de derechos humanos y las preferencias de la opinión pública sobre este tema. Además derogó la “Ley” de auto-amnistía dictada por el gobierno de facto del general Bignone, en vistas a los procesos que se les avecinaban. Frustrándose posteriormente la actividad jurisdiccional como consecuencia de la sanción de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, que consagraron la impunidad a favor de las personas que planearon y ejecutaron la represión.


El informe que presentó la CONADEP cuando se encargó de recabar las denuncias en el Nunca más fue de 8961 personas, considerado una lista abierta porque solo contaban los casos en que los familiares de un desaparecido hubieran denunciado el secuestro. Las Madres de Plaza de Mayo reivindican la cifra de 30.000 desaparecidos y consideran que muchos más casos no fueron denunciados. La cifra originalmente arbitraria que se cargó de fuerte valor simbólico ya que no es posible conocer el número exacto. Las madres se separaron en dos. El grupo escindido se llamó Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora. Las diferencias de criterio se debían a la oposición de Bonafini de concurrir a denunciar en la CONADEP, a la aceptación del fallecimiento de sus hijos y la posibilidad de identificar los cuerpos en las exhumaciones de los NN, a la aceptación de la reparación monetaria que ofrecía el Gobierno radical de Raúl Alfonsín y al cuestionamiento de la figura de Bonafini.


En julio de 1984, se vio el programa especial "Nunca Más" por la pantalla de Canal 13, con testimonios de sobrevivientes de los campos y de familiares de víctimas. En la previa, los militares hicieron llegar al Gobierno su disconformidad por la emisión. Alfonsín discutió con sus colaboradores si emitirlo con el costo de irritar a los militares o prohibirlo, pese a que ya estaba anunciado, y enfrentar el escándalo público. Sabato amenazó con renunciar si se prohibía la emisión. Para atenuar los ánimos, el ministro del Interior terminó hablando a manera de prólogo al comenzar el envío. Así, Antonio Tróccoli cargó las tintas en la guerrilla como iniciadora de la violencia de los 70, aliviando las críticas castrenses y sumando más fundamentación para la teoría de los dos demonios. 


El prólogo del libro fué consensuado por los integrantes. Sábato le dio su impronta al inicio: "Durante la década del 70 la Argentina fue convulsionada por un terror que provenía tanto desde la extrema derecha como de la extrema izquierda", para luego agregar que, "a los delitos de los terroristas, las Fuerzas Armadas respondieron con un terrorismo infinitamente peor que el combatido, porque desde el 24 de marzo de 1976 contaron con el poderío y la impunidad del Estado absoluto, secuestrando, torturando y asesinando a miles de seres humanos". Es lo que califica como "metodología del terror planificada por los altos mandos". El texto postula que los dos tipos de violencia no son equiparables ya que hay una “infinitamente peor”; un terror autónomo que llegó de zonas extremas a enfermar, a convulsionar, acorde con la irracionalidad y el desorden que instala la enfermedad, versus un terror racional y autoritario. El primer terror convocó al segundo. En la teoría de los dos demonios resuena el todos los extremos son malos, los extremos se tocan' etc. Desde esta neutralidad el prólogo plantea que los dos 'extremos' fueron demonios. Esto infiere que el bando subversivo debía ser derrotado, como todo demonio; el problema era cómo.


El primero de los levantamientos carapintada tuvo lugar en la Pascua de 1987, con la excusa de las acciones administrativas llevadas a cabo por la cúpula de las fuerzas armadas, sobre los beneficiarios del Punto Final; personal con jerarquía de suboficiales y oficiales con grado menor a coronel .Las leyes de de Punto Final y Obediencia Debida, la expresión del desorden con el que avanzaba el proceso de transición democrática.


La evidencia de que el orden democrático estaba condicionado por la pretensión de impunidad de los responsables de los crímenes de lesa humanidad. La Ley de Punto Final ponía un plazo de 60 días para definir procesamientos a involucrados en los crímenes de la dictadura que vencía en marzo de 1987. La limitación temporal a los procesamientos que implicó esa ley no fue suficiente para los militares. El 15 de abril de 1987, cuando debía presentarse ante los tribunales el mayor Ernesto Barreiro, buena parte del Ejército se había levantado para exigir a las instituciones el olvido definitivo del pasado inmediato. Tras la negociación entre el presidente y Aldo Rico, se envió al Congreso el proyecto de ley de Obediencia Debida, que terminaba definitivamente con la posibilidad de enjuiciar a cualquier militar por debajo de los que habían tenido los cargos de mayor responsabilidad durante la dictadura.

b)
El gobierno militar además de los problemas que había dejado para resolver por los atentados contra los derechos humanos que habían cometido, dejó inconvenientes en otros ámbitos. La derrota en Malvinas significó una gran pérdida económica para el país. En el ámbito de relaciones exteriores, el conflicto bélico había colocado a la Argentina en un mal lugar ante las Naciones Unidas, por haber invadido sin respetar mediaciones diplomáticas y también estaban latentes los problemas limítrofes con Chile.


En política internacional el gobierno radical logró poner fin a los diferendos con Chile por la cuestión Austral, firmando el 23 de enero de 1984, con la mediación papal, de Juan Pablo II, una Declaración Conjunta de Paz y Amistad entre ambos países, comprometiéndose ambos, a buscar soluciones por medios pacíficos. Para lograr el apoyo popular al laudo arbitral que dictaría la autoridad eclesiástica, Alfonsín convocó a un plebiscito donde el pueblo se manifestó claramente por el sí a la decisión del Papa. El Tratado de Paz y Amistad con Chile, se firmó el 29 de noviembre de 1984. Para consolidar la imagen democrática de la Argentina y la difusión regional e internacional de los valores de la democracia se firmaron numerosos pactos internacionales sobre derechos humanos (Pacto de San José de Costa Rica, Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y otros Pactos Internacionales de Derechos Humanos de Naciones Unidas). La diplomacia argentina intentó activar una serie de mecanismos de concertación política multilateral para hallar una solución al problema de la deuda externa. Los más destacados en este sentido tuvieron lugar durante el año 1984, que registró la participación argentina en la Conferencia de Quito, la declaración conjunta efectuada con Brasil, México y Colombia, la Reunión de Cartagena, y la Segunda Reunión del Grupo de Cartagena en Mar del Plata.


El gobierno buscó plantear un régimen político pluralista en el que todas las expresiones tuviesen lugar. El objetivo era democratizar a la sociedad luego de años de autoritarismo, dado que como nunca la población vivía un clima legalista. Desde el gobierno se trató de abarcar identidades políticas no radicales articulándolas con organizaciones sociales. Muchas fueron las transformaciones sociales; entre las que podemos destacar: En 1985, se restableció la patria potestad compartida. En 1987, el Congreso de la Nación sancionó la ley 23.515 de divorcio, que con diferentes reformas posteriores habilitó, después de muchas décadas de reclamos sociales, la separación legal de los cónyuges y la posibilidad de que los mismos se casasen nuevamente. Se disolvió el Ente de Calificación Cinematográfica, creado por Juan Carlos Onganía en 1968. De esta manera se ponía fin a los largos años de censura de la que fuera víctima el cine nacional incluyendo sus actores y directores, haciéndose extensiva también a otras artes y medios de comunicación. Se sancionó la ley de Actos Discriminatorios, la de control de natalidad y se convocó a un Congreso Pedagógico Nacional entre muchas medidas apuntadas a la cultura y la educación.


Además de los juicios por crímenes de lesa humanidad, el otro componente central de la política militar del gobierno fue la implementación de una reforma que redujo el poder organizacional y la autonomía de las Fuerzas Armadas, mediante la Ley de Ministerios. Además, por distintos mecanismos se fortaleció la estructura y el funcionamiento del Ministerio de Defensa, del cual pasaron a depender varios organismos de los Comandos, numerosas empresas militares, incluida la Dirección General de Fabricaciones Militares. También se modificó la relación entre las Fuerzas Armadas y las fuerzas de seguridad, restándole a las primeras participación presupuestaria y otorgándole a las segundas autonomía de las primeras. 


Paralelamente se implementó una reforma presupuestaria, que hacia 1989 había reducido el gasto anual en Defensa al 1,9% del PBI (4,2% durante los últimos años de la dictadura). Los salarios militares cayeron y se produjo una considerable reducción del personal militar, que afectó especialmente al Ejército. Tras un importante descabezamiento de las cúpulas militares, el gobierno de Alfonsín designó a nuevos jefes que debían cumplir un rol fundamental: controlar el convulsionado frente interno y viabilizar la reforma y la judicialización del alfonsinismo. El gobierno buscó catapultar la figura del Ministro de Defensa, que había jugado un rol muy secundario durante la dictadura. La Ley de Defensa Nacional estableció que las Fuerzas Armadas eran un instrumento del poder político en el ámbito de la defensa nacional, que su empleo debía limitarse a enfrentar amenazas de tipo militar, estatal y externo, y que no podían involucrarse en seguridad interior. Así mismo para restarle poder al Ejército se incrementó el presupuesto de Gendarmería y de Prefectura, se los equipó contundentemente y se los jerarquizó.


Por el gobierno de Alfonsín pasaron cinco ministros de trabajo. El primero de ellos fue el sindicalista gráfico (anti peronista) Antonio Mucci. Propuso la democratización del sistema sindical argentino por medio de una ley (Ley Mucci) que fue rechazada en el Senado, donde el justicialismo tenía mayoría; al fracaso de la ley motivó su renuncia al cargo. El radical Juan Manuel Casella ocupó el cargo por pocos meses hasta que fue reemplazado por Hugo Barrionuevo. El proyecto más importante planeado bajo el mandato del nuevo ministro de trabajo, un proyecto de modernización laboral ideado por Armando Caro Figueroa, estaba también orientado en esa dirección: dejaba en manos de las negociaciones entre patrones y sindicatos la continuidad de varios logros sociales históricos de la CGT, borrándolos de las leyes que los habían garantizado hasta ese momento. El rechazo de la central obrera a ese nuevo proyecto llevó a la renuncia de Barrionuevo.


En 1987 Alfonsín cambia su táctica de confrontación con el movimiento obrero y ofrece el Ministerio de Trabajo a uno de los principales dirigentes sindicales del país, Carlos Alderete, secretario general de Luz y Fuerza. Como resultado de este acuerdo, el gobierno de Alfonsín elaboró una nueva Ley Sindical que fue aprobada en 1988, con el apoyo unánime de todos los sindicatos y parlamentarios de todos los partidos políticos. En cambio fue cuestionada por la  UIA.


Aldo Neri se desempeñó como Ministro de Salud y Bienestar Social. Intentó implementar una reforma integral en el Sistema de Salud. El proyecto se denominaba Seguro Nacional de Salud y estaba basado en una propuesta del tercer gobierno de Perón. Los dos ejes del proyecto radical consistían en la reforma de las obras sociales, con la perspectiva de una progresiva autonomización de la gestión de los sindicatos para convertirse en entes autárquicos. Por otro lado, se buscó la descentralización de la gestión de la salud pública para darle mayor injerencia y responsabilidad a las provincias. Sin embargo, cuando el proyecto fue presentado al Congreso en 1985, había sufrido varias modificaciones y recibió la oposición de los sindicatos y de la industria farmacéutica, por lo que no fue aprobado. A los pocos meses, Neri renunció.

c)
La cuestión económica era extremadamente grave y condicionó las políticas de gobierno. La inflación se había acelerado desde mediados de 1982. Junto con el déficit fiscal y la deuda externa, que seguía creciendo, constituía la parte más visible del problema. El Estado había asumido la deuda en dólares de los particulares, cargaba con el pago de unos servicios que insumían una buena parte de sus ingresos. Esas cuestiones se refinanciaban gracias al FMI, que a cambio presionaba al gobierno para que adoptara políticas que priorizaran la capacidad de pago.


Durante el primer año del gobierno radical, la económica quedó en manos del ministro Bernardo Grinspun, quien buscaría una salida política a los problemas financieros. Quería que se auditara la deuda para declarar su nulidad por ilegítima. Procuraba organizar el llamado Club de deudores, que finalmente fue desmantelado por presión de los acreedores, FMI y Estados Unidos. Grinspun apuntaba a fortalecer el mercado interno mediante el aumento de salarios, junto con créditos para empresarios medios, con control de tarifas y tipo de cambio alto. Se complementaba con importantes medidas de acción social, como el Programa Alimentario Nacional (PAN), que se hizo conocido por su Cajas PAN, como solución de emergencia para afrontar el hambre y la pobreza. El agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, así como la oposición activa de los grupos de poder (los empresarios cuestionaron el gasto y la intervención estatal, la CGT se movilizó por razones sindicales y políticas), determinaron el fracaso del plan económico de Grinspun. El fallido diagnóstico del ministro residía en que no tomaba en cuenta la radical transformación de las condiciones económicas luego de 1975. Se necesitaba una reestructuración, pero las soluciones de fondo fueron postergadas por el gobierno, cuya prioridad era consolidar la débil democracia. Quince meses después de haber asumido, la inflación era de 626 por ciento anual, lo que puso punto final a su gestión.


Sourrouille, con un perfil más técnico y menos político, asumió el Ministerio de Economía. Su objetivo era estabilizar la situación en el corto plazo a través de un fuerte shock, de modo de poder crear las modificaciones más profundas. Lo primero era detener la inflación. Se congelaron los precios, salarios y tarifas de servicios públicos, se suprimió la emisión monetaria para equilibrar el déficit fiscal. En junio de 1985 se adoptó finalmente el Plan Austral que contaba con la aprobación del FMI y las autoridades económicas del gobierno de los Estados Unidos. El plan cambió el signo monetario, quitó tres ceros al peso argentino y lo convirtió en Austral. Ante la baja brusca de inflación se estableció un desagio, por el cual el peso argentino se depreciaba frente al austral a una tasa de inflación anterior a la entrada en vigencia del plan. El Plan Austral funcionó bien al principio. Se logró reducir la inflación (la tasa mensual fue del 2%, una tasa inusualmente baja para la economía argentina del último medio siglo) e incrementar los salarios reales, pero estos resultados no perduraron, debido a que no se corrigieron los desequilibrios fiscal y externo. 


En 1986 la inflación volvió a mostrar una tendencia ascendente y los precios relativos de cada sector comenzaron a verse afectados, situación que se vio agravada por la gran caída de los precios de los productos argentinos de exportación (40% en el período).  Para 1987 comenzaba a hacerse evidente que era necesaria una reforma económica estructural que resolviera la brecha entre recursos con que contaba el Estado y las funciones que desarrollaba. El desfinanciamiento crónico del Estado ya no podía ser resuelto ni recurriendo a los fondos de pensiones, ni por el endeudamiento interior y exterior, ni por la emisión monetaria.


En 1988 el gobierno de Alfonsín puso en práctica un plan de salvataje, el Plan Primavera, cuyo objetivo primordial era llegar a las elecciones con la economía bajo un mínimo de control. Básicamente consistía en un acuerdo de moderación del aumento de precios con la Unión Industrial Argentina y la Cámara Argentina de Comercio y un nuevo régimen cambiario, en el que el Estado intermediaba en la compra y venta de divisas.


El Plan Primavera duró poco. Los operadores cambiarios lo rechazaron, no generó confianza y adicionalmente a comienzos de 1989, el Banco Mundial suspendió su ayuda a la Argentina. El ministro Juan Vital Sourrouille, el presidente del Banco Central, José Luis Machinea, y el secretario de Hacienda del Ministerio de Economía de la Nación, Mario Brodersohn, resolvieron aplicar cambios en la política económica. Para ello dispusieron decretar un feriado bancario por 48 horas. Ante los rumores de inestabilidad, se inició una corrida masiva hacia el dólar. La inflación alcanzó 78% en mayo. La hiperinflación de 1989, llevó la pobreza de 25% y al récord histórico de 47% en octubre del mismo año. 
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